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Por lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Conceder la extradición del ciudadano colombiano Mario Germán
López Cardona, solicitado por el Gobierno de los Estados Unidos de América, para
que comparezca a juicio por los cargos II, III y IV contemplados en la Cuarta
Resolución de Acusación número 99-6153 CR-RYSKAMP (s) (s) (s) (s), dictada
el 18 de noviembre de 1999, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para el
Distrito Sur de la Florida, División de Fort Lauderdale.

Artículo 2°. Advertir al Estado requirente que el extraditado no podrá ser
juzgado ni condenado por un hecho anterior diverso del que motiva la presente
solicitud, de conformidad con lo dispuesto por el inciso 1° del artículo 512 del
Código de Procedimiento Penal.

Artículo 3°. Ordenar la entrega del ciudadano Mario Germán López Cardona,
bajo el  compromiso por parte del país requirente sobre el cumplimiento de las
condiciones a que hace referencia el inciso 2° del  artículo 512 del  Código de
Procedimiento Penal  (anterior artículo 550), previa información al mismo de lo
resuelto por la Honorable Corte Constitucional en la Sentencia C-1106 del  24 de
agosto de 2000.

Artículo 4°. Notificar la presente decisión al interesado o a su apoderado,
haciéndole saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el cual podrá
interponer dentro de los cinco (5) días siguientes a su notificación.

Artículo 5°. Enviar copia auténtica de la presente resolución, previa su ejecuto-
ria, al Ministro de Relaciones Exteriores, a la Unidad Nacional de Fiscalía
Antinarcóticos e Interdicción Marítima y al Fiscal General de la Nación para lo de
su cargo.

Artículo 6°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su expedición.
Publíquese, comuníquese, notifíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 9 de mayo de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.

MINISTERIO DE HACIENDA

Y CRÉDITO PÚBLICO

DECRETOS

DECRETO NUMERO 903 DE 2002

(mayo 9)
por el cual se liquida la adición al Presupuesto General de la Nación para la
vigencia fiscal de 2002, contenida en el Decreto 646 del  10 de abril de 2002.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades
constitucionales y legales, en especial la que le confiere el artículo 67 del  Estatuto
Orgánico del Presupuesto y en desarrollo de lo dispuesto en el Decreto 646 del 10
de abril de 2002,

CONSIDERANDO:
Que el artículo 67 del Estatuto Orgánico del Presupuesto faculta al Gobierno

para dictar el Decreto de liquidación del Presupuesto General de la Nación;
Que el citado artículo prevé que el decreto se acompañará con un anexo que

tendrá el detalle del gasto;
Que mediante Decreto 646 del 10 de abril de 2002 se adicionó el Presupuesto

General de la Nación para la presente vigencia fiscal en trescientos millones
trescientos veintitrés mil seiscientos ochenta y cuatro pesos ($300.323.684) mone-
da legal,

DECRETA:
Artículo 1°. Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital. Efectúase la siguiente

adición en el presupuesto general de la nación para la vigencia fiscal de 2002, en la
suma de trescientos millones trescientos veintitrés mil seiscientos ochenta y cuatro
pesos moneda legal ($300.323.684), según el siguiente detalle:

Rentas del Presupuesto general de la Nación
1. Ingresos del Presupuesto Nacional 300.323.684
2. Recursos de Capital de la Nación 300.323.684
Artículo 2°. Presupuesto de gastos. Efectúase la siguiente adición al

Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31
de diciembre de 2002, en la suma de trescientos millones trescientos veintitrés
seiscientos ochenta y cuatro pesos ($300.323.684) moneda legal, según el
siguiente detalle:

Adiciones-Presupuesto General de la Nación

Cta. Subc. Concepto Aporte Recursos Total
Prog Subp  Nacional Propios

Sección 2901
Fiscalía General de la Nación

A. Presupuesto de funcionamiento 300.323.684 300.323.684
Total presupuesto sección 300.323.684 300.323.684

Artículo 3°.  El presente decreto se acompaña de un anexo que contiene el detalle
del gasto.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 9 de mayo de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Justicia y del Derecho,

Rómulo González Trujillo.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Juan Manuel Santos.

ANEXO AL DECRETO 903 DE 2002
DETALLE DE LA COMPOSICION DEL PRESUPUESTO DE RENTAS

Conceptos Total

1. Ingresos del presupuesto nacional 300.323.684
2. Recursos de capital de la Nación 300.323.684
2.7 Otros recursos de capital 300.323.684
Numeral 0003 donaciones 300.323.684
Total presupuesto de rentas y recursos de capital 300.323.684

ADICIONES - PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACION

Cta. Subc. Obj. Ord.  Rec. Concepto Aporte Recursos Total

Prog. Subp. Nacional Propios

Sección 2901
Fiscalía General de la Nación

Total 300.323.684 300.323.684

Unidad 2901 01
Gestión General 300.323.684 300.323.684

A. Funcionamiento 300.323.684 300.323.684

2 Gastos Generales 300.323.684 300.323.684

2 0 1 Adquisición de bienes 60.064.736 60.064.736

2 0 1 26 Adquisición de bienes
Fiscalía General de la Nación 60.064.736 60.064.736

19 Donaciones internas 60.064.736 60.064.736

2 0 2 Adquisición de servicios 240.258.948 240.258.948

2 0 2 28 Adquisición de servicios
Fiscalía General de la Nación 240.258.948 240.258.948

19 Donaciones internas 240.258.948 240.258.948

Total adiciones 300.323.684 300.323.684

DECRETO NUMERO 941 DE 2002

(mayo 10)
por el cual se adoptan unas medidas de intervención y se reglamentan

parcialmente  el artículo 41 de la Ley 550 de 1999, el parágrafo 2°
del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, y el artículo 283 de la Ley 100 de 1993.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades
constitucionales y legales, en especial de las que le confiere el numeral 11 del
artículo 189 de la Constitución Política y en desarrollo de lo dispuesto por el artículo
3° de la Ley 550 de 1999,

DECRETA:
Artículo 1°. Conmutación parcial de obligaciones pensionales. Cuando proceda

la normalización pensional, las entidades públicas y privadas y los empleadores de
cualquier naturaleza que tengan a su cargo el pago de pensiones, podrán conmutar
parcialmente dichas obligaciones mediante la creación de patrimonios autónomos
pensionales autorizados por la Ley 550 de 1999 y el parágrafo 2° del artículo 41 de
la Ley 80 de 1993, de conformidad con lo previsto en el presente decreto.

Para efectos de este decreto se entiende que hay conmutación pensional parcial,
cuando se adoptan los mecanismos previstos en el presente decreto respecto de
todos los pensionados, así como de las personas con derechos eventuales de pensión
a cargo del empleador, con el fin de facilitarle el cumplimiento de sus obligaciones
en materia contable-pensional, pero sin liberarlo totalmente de éstas. Por consi-
guiente, el empleador continuará respondiendo directamente por el valor de las
obligaciones que no haya conmutado. Así mismo, el empleador responderá del
monto conmutado en los términos de este decreto, cuando quiera que el respectivo
patrimonio autónomo no cumpla con las obligaciones pensionales a su cargo.
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En todo caso, en la conmutación parcial de pensiones, se conservará el principio
de igualdad entre trabajadores o pensionados de la empresa o entidad. Por lo tanto,
los valores a conmutar serán proporcionalmente iguales para todas las personas que
tengan derechos actuales o eventuales  de pensión.

Artículo 2°. Obligaciones objeto de conmutación pensional parcial. Podrán
conmutarse parcialmente las obligaciones de carácter pensional a cargo de las
entidades previstas en el artículo anterior, sea que ellas provengan de pensiones,
cuotas partes de pensiones o constituyan beneficios pensionales extralegales.

Se podrán administrar a través de los patrimonios autónomos pensionales,
conjuntamente con los recursos destinados al pago de bonos pensionales y sus
cuotas partes respectivas, los recursos transferidos para el pago de las obligaciones
mencionadas en el inciso anterior.

Artículo 3°. Obligaciones pensionales de carácter extralegal del Sector Públi-
co. De conformidad con el artículo 283 de la Ley 100 de 1993, cuando el monto de
las reservas requeridas para el pago de obligaciones pensionales de carácter
extralegal de las entidades del sector público sea superior a la proporción de los
activos de la entidad que establezca el Gobierno, el pago de dichas obligaciones
deberá estar garantizado mediante los patrimonios autónomos de que trata el
presente decreto.

En el evento en que las entidades obligadas a garantizar el pago de obligaciones
de carácter extralegal constituyan patrimonios autónomos pensionales o patrimo-
nios autónomos de garantía, los recursos destinados al pago de ambas obligaciones
podrán administrarse conjuntamente en un único patrimonio autónomo.

Artículo 4°. Administración de los patrimonios autónomos pensionales. Los
patrimonios autónomos pensionales a los que hace referencia el presente decreto,
serán administrados por sociedades administradoras de fondos de pensiones o
sociedades fiduciarias sometidas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia
Bancaria. También podrán administrarse por consorcios o uniones temporales
constituidos por este tipo de entidades.

Artículo 5°. Requisitos de los administradores. Con el fin de asegurar una
adecuada administración de los recursos destinados al pago de las obligaciones
pensionales, los empleadores deberán exigir a las entidades administradoras una
calificación en la actividad de administración de inversiones, emitida por una
entidad calificadora de riesgos, que no podrá ser inferior a doble A menos (AA-) o
su equivalente. Dicha calificación deberá ser mantenida durante todo el término de
vigencia del contrato.

Artículo 6°. Selección de administradores por parte de las entidades estatales.
Para la selección de los administradores de los patrimonios autónomos por parte de
la entidades estatales se aplicará lo establecido en el parágrafo 2° del artículo 41 de
la Ley 80 de 1993, con sujeción a las disposiciones presupuestales. Los recursos que
se destinen al patrimonio autónomo deberán haber sido apropiados con dicho objeto
y su entrega al patrimonio constituirá ejecución de la respectiva partida presupuestal.

Lo anterior no impedirá que para efectos de buscar una gestión más eficiente de
los recursos se acuerde que las inversiones de los patrimonios autónomos de
diferentes empleadores se  administren conjuntamente, sin perjuicio de que en todo
caso estén claramente identificados los derechos de cada patrimonio sobre las
diversas inversiones. En estos eventos, cuando se trate de entidades estatales, las
mismas podrán, previo el cumplimiento de las disposiciones legales aplicables,
adherirse a un mecanismo conjunto de: inversión de estos patrimonios autónomos
ya existente, para lo cual deberán realizar el proceso de contratación que correspon-
da, o adelantar conjuntamente con otras entidades estatales el proceso de contrata-
ción respectivo.

Artículo 7°. Margen de solvencia. En materia de margen de solvencia, las
entidades administradoras de los patrimonios autónomos pensionales estarán
sometidas a las normas contenidas en el Decreto 1797 de 1999 y a aquellas que lo
modifiquen o adicionen. Dichas disposiciones se aplicarán a todos los contratos que
celebren las sociedades fiduciarias y las sociedades administradoras de fondos de
pensiones para la administración de recursos destinados a la garantía o pago de
obligaciones pensionales de cualquier naturaleza.

Para efectos del cálculo del margen de solvencia, no se computará el monto de
los recursos que deban destinarse al pago de obligaciones pensionales dentro del
mes en el cual se realice el cálculo, ni los activos de que trata el artículo 12 de este
decreto.

Artículo 8°. Régimen de inversiones. El régimen de inversiones de los patrimo-
nios autónomos pensionales será el mismo aplicable a los fondos obligatorios de
pensiones, tanto respecto de las inversiones admisibles como en relación con los
límites individuales y globales de inversión.

En los patrimonios constituidos para la conmutación parcial de obligaciones
pensionales de las entidades estatales no se considerará admisible la inversión en
acciones emitidas por sociedades, ni en bonos convertibles en acciones.

En la realización de las inversiones admisibles, las entidades estatales deberán
exigir a la administradora que se apliquen las reglas y procedimientos que establezca
la Superintendencia Bancaria dentro de la órbita de su competencia para el manejo
de recursos a través de las tesorerías de las entidades financieras, así como las demás
que se dicten para el efecto.

PROCESO DE CONTRATACION 006547

ADENDA 1

MAYO 10 DE 2002

Sección 1, numeral 1.1,
Instrucciones preliminares, página 1:

Donde dice:

“El pliego de condiciones y especificaciones se podrá
consultar y/o adquirir en la oficina 164 en el Area Ingeniería
Sistema Interconectado, situada en el piso 7 del Edificio Em-
presas Públicas de Medellín E.S.P., el cual está ubicado en
la carrera 58 No. 42-125, desde las 8:00 a.m., del 7 de mayo
de 2002 hasta las 12 m. del 17 de mayo de 2002”.

Debe decir:

“El pliego de condiciones y especificaciones se podrá
consultar y/o adquirir en la oficina 164 en el Area Ingeniería
Sistema Interconectado, situada en el piso 7 del Edificio Em-
presas Públicas de Medellín E.S.P., el cual está ubicado en
la carrera 58 No. 42-125, desde las 8:00 a.m., del 7 de mayo
de 2002 hasta las 12 m. del 31 de mayo de 2002”.

Las demás estipulaciones del pliego de condiciones y espe-
cificaciones, continúan vigentes.

Trabajando más por Medellín  (
C

.L
-0

7)

En todo caso, las entidades administradoras deberán mantener los recursos
transferidos a los patrimonios autónomos pensionales separados del resto de sus
negocios.

Artículo 9°. Cálculos actuariales. De manera previa a la suscripción del contrato
de administración, la entidad empleadora deberá elaborar un cálculo actuarial para
efectos de la conmutación pensional, el cual deberá ser aprobado por la
Superintendencia que ejerza la inspección, vigilancia y control de la entidad.
Cuando se trate de sociedades no sometidas a control y vigilancia, el cálculo deberá
ser aprobado por la Superintendencia de Sociedades. Cuando se trate de entidades
públicas no sujetas a la vigilancia de una Superintendencia la aprobación correspon-
derá al Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

El cálculo actuarial se elaborará con corte a 31 de diciembre del año inmedia-
tamente anterior y deberá acompañarse de una proyección del valor del cálculo a la
fecha de constitución del patrimonio autónomo.

El cálculo deberá ser actualizado anualmente con el propósito de reflejar los
cambios en las obligaciones a cargo del patrimonio y las responsabilidades a cargo
del empleador. La entidad administradora deberá velar porque se produzca dicha
actualización y así mismo deberá informar al empleador y, si es del caso, a las
autoridades competentes, sobre cualquier hecho irregular que encuentre en su
gestión.

Artículo 10. Contratos de administración. Los patrimonios autónomos
pensionales previstos en el presente decreto serán constituidos por las entidades
empleadoras a través de un contrato irrevocable de administración del patrimonio
autónomo, que tendrá como primer beneficiario a los trabajadores, ex trabajadores
–en la medida en que estas dos categorías tengan derechos pensionales– y pensio-
nados de la entidad y sus sobrevivientes, según el caso.

En virtud del carácter irrevocable del contrato de administración, y en concor-
dancia con el artículo 48 de la Constitución Política, los recursos destinados por el
empleador a la garantía y pago de pensiones de conformidad con el presente decreto,
no podrán ser destinados a fines diferentes de los aquí previstos. Lo anterior sin
perjuicio de la facultad del empleador para sustituir las inversiones del patrimonio
autónomo o los bienes que respaldan los activos fiduciarios por otros de similares
o mejores condiciones, en beneficio del patrimonio autónomo.

En el comité de administración del patrimonio deberá tener asiento al menos un
representante de los pensionados y otro de los trabajadores o ex trabajadores que
figuren en el cálculo actuarial.
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La constitución del patrimonio autónomo como mecanismo de normalización
pensional deberá ser autorizada en la misma forma prevista en el artículo 12 del
Decreto 1260 de 2000.

Parágrafo. Los gastos relacionados con la administración de los patrimonios
autónomos podrán efectuarse con cargo a los recursos que transfieran las entidades
empleadoras. En este evento, los pagos al administrador deberán tenerse en cuenta
al momento de calcular las transferencias periódicas que el empleador debe realizar
al patrimonio.

Artículo 11. Recursos que forman parte de los patrimonios autónomos
pensionales. Los patrimonios autónomos pensionales deberán estar constituidos
con recursos en efectivo transferidos por los empleadores o por inversiones
admisibles para los fondos obligatorios de pensiones, con la excepción contemplada
en el inciso segundo del artículo 8° de este decreto.

El monto de los recursos en efectivo e inversiones admisibles con los que se
constituya el patrimonio autónomo no podrá ser inferior al monto del pasivo
corriente a cargo del patrimonio durante los primeros dos años, contados a partir de
la fecha de su constitución. Posteriormente, el monto de dichos recursos e inversio-
nes en ningún caso podrá ser inferior al pasivo corriente a cargo del patrimonio
autónomo durante los dos años siguientes.

Para efectos de determinar el pasivo corriente se tomará el monto de las
obligaciones pensionales ciertas y eventuales a pagar en el respectivo año con todos
sus reajustes, así como los gastos relacionados con la administración del patrimonio.

Artículo 12. Otros activos. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior,
los empleadores podrán transferir al patrimonio autónomo derechos fiduciarios
respecto de activos distintos a los recursos líquidos e inversiones admisibles
mencionados, de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Los derechos fiduciarios deberán referirse a negocios fiduciarios que tengan
por finalidad principal la provisión de recursos con destino al pago de los pasivos
pensionales;

b) El valor de los derechos fiduciarios se estimará de acuerdo con su valor
comercial, previo avalúo técnico realizado por firmas especializadas;

c) Los activos deben entregarse con la instrucción de que se proceda a su venta
para asegurar el pago regular de las obligaciones pensionales. Dicha venta deberá
realizarse en condiciones en que no se afecte el cumplimiento de los compromisos
corrientes adquiridos por la entidad y que se obtenga el mayor valor posible a favor
de los beneficiarios. Para todos los efectos contables y tributarios, se entiende que
la enajenación de los activos ocurre cuando se realiza la venta efectiva de los mismos
a terceros:

d) No será necesario proceder a la venta de dichos activos a terceros cuando la
entidad empleadora los readquiera en las condiciones previstas en el contrato o los
sustituya por otros que aseguren el pago de las obligaciones y tengan mayor
liquidez. Tampoco será necesaria la venta cuando los mecanismos establecidos para
la provisión de recursos al patrimonio autónomo no requieran la enajenación de los
activos;

e) Si los activos a los cuales se refiere el negocio fiduciario se liquidan en su
totalidad y el valor resultante es suficiente para realizar una conmutación total, el
empleador podrá instruir a la entidad administradora para que proceda a la misma
en los términos previstos en las normas vigentes. En caso de que la administradora
deba proceder a realizar la conmutación, el empleador deberá actualizar el cálculo
actuarial de que trata el artículo 9° del presente decreto utilizando los parámetros
establecidos para efectos de conmutación pensional total, los cuales corresponden
a los parámetros que deben utilizarse por las Entidades Administradoras y Asegu-
radoras del Sistema General de Pensiones.

Parágrafo. En todo caso, el empleador podrá incrementar en cualquier momento
el monto de los recursos y derechos fiduciarios transferidos al patrimonio autóno-
mo, con el propósito de aumentar la porción de la obligación conmutada.

Artículo 13. Responsabilidades del empleador. El empleador continuará siendo
responsable patrimonialmente por el pago de las pensiones, bonos y cuotas partes
a cargo del patrimonio autónomo, cuando este último no lo realice. Sin embargo, el
valor de las inversiones admisibles administradas en el patrimonio autónomo se
deducirá del cálculo actuarial a cargo de la entidad empleadora, con los efectos
contables que se determinen por las autoridades competentes.

Los derechos fiduciarios de que trata el artículo anterior sólo podrán considerar-
se un menor valor del cálculo actuarial si la entidad empleadora ha dado cumpli-
miento a las siguientes condiciones:

a) Que la entidad empleadora haya ofrecido garantías suficientes para mantener
la regularidad de los pagos, las cuales deberán permanecer vigentes mientras no se
realice la liquidación de los activos.

Las entidades administradoras serán responsables de determinar la suficiencia
de las garantías, sin perjuicio de la competencia del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social para vigilar el otorgamiento de garantías y el pago de pensiones
a cargo de los empleadores;

b) Que la entidad empleadora haya reflejado en sus estados financieros una
responsabilidad contingente por las obligaciones a las que se refieren las  garantías
previstas en el literal anterior, y por aquellas que resulten de eventuales mayores
valores del cálculo actuarial en relación con el valor de los activos, de conformidad

con las instrucciones que imparta la respectiva Superintendencia o,  en el caso de
entidades públicas, la Contaduría General de la Nación. Esta circunstancia deberá
certificarse anualmente por el revisor fiscal de la entidad empleadora; si no existiese
tal órgano, la verificación de esta circunstancia estará a cargo de la administradora.

Parágrafo 1°. El saldo del cálculo no transferido al patrimonio autónomo
continuará amortizándose en la forma prevista en las disposiciones vigentes.

Parágrafo 2°. Para asegurar la debida coordinación, las autoridades a las cuales
corresponda impartir instrucciones contables deberán unificar los criterios que
aplicarán para el desarrollo del presente artículo. Lo anterior sin perjuicio de que
cada una imparta por separado las instrucciones que le correspondan en la órbita de
su competencia.

Artículo 14. Responsabilidades a cargo de las administradoras. Además de las
obligaciones establecidas en el presente decreto y de las que se deriven del contrato
de administración, la administradora deberá dar aviso al Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social y a la entidad que ejerza la inspección y vigilancia de la entidad
empleadora, con un mínimo de tres (3) meses de antelación, cuando prevea que los
recursos transferidos por el empleador puedan ser insuficientes para atender las
obligaciones parcialmente conmutadas. Igualmente, la administradora dará aviso a
las mismas autoridades cuando el empleador incurra en un incumplimiento sustan-
cial de las obligaciones a su cargo, cuando prevea que éste puede incurrir en
situaciones de iliquidez o insolvencia que puedan poner en peligro el cumplimiento
de los compromisos asumidos en el contrato de administración, o cuando las
garantías previstas en el literal a) del artículo anterior se vuelvan insuficientes y no
sean oportunamente sustituidas por el empleador.

Cuando se trate de entidades no sujetas a la inspección o vigilancia de una
Superintendencia, el aviso deberá darse al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.

Cuando los recursos del patrimonio autónomo se agoten o cuando no se cumplan
las obligaciones a cargo de la entidad respecto del patrimonio autónomo y los
pensionados, no se aplicarán los efectos previstos en el artículo 13 sobre menor valor
del cálculo actuarial.

Artículo 15. Entidades en liquidación. Si se diere inicio a un proceso de
liquidación de la entidad empleadora, la administradora continuará pagando, con
cargo a los recursos líquidos, las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo,
incluido el costo de administración de los recursos y activos que lo constituyen y
liquidará los activos que se le hayan entregado para asegurar el pago. Agotados los
recursos líquidos, liquidadas las inversiones admisibles y los demás activos que se
puedan vender, la administradora deberá transferir los demás activos que no haya
podido enajenar al liquidador, quien dará aplicación a las normas establecidas para
el pago de obligaciones pensionales de entidades en liquidación y conservará en
todo caso la destinación de estos activos para el pago de las pensiones, a menos que
los sustituya por otros que ofrezcan la misma cobertura y tengan mayor liquidez.

Artículo 16. Patrimonios autónomos de garantía. Como mecanismo de
norrnalización pensional, los empleadores a los que hace referencia el artículo 1°
podrán constituir patrimonios autónomos destinados a la garantía y pago de
obligaciones pensionales. Estos patrimonios se regirán por las disposiciones del
presente decreto en materia de reglas de administración, régimen de inversiones,
recursos y activos de los patrimonios.

No obstante, en la medida en que los patrimonios autónomos de garantía no
tienen por objeto la conmutación de obligaciones pensionales, los empleadores
seguirán siendo responsables directos del pago de las mismas y no podrán benefi-
ciarse de los efectos contables previstos en el presente decreto para los fines de la
conmutación de obligaciones.

Artículo 17. Aspectos tributarios. Para efectos del impuesto de timbre, los actos
y contratos que se realicen en desarrollo del presente decreto se sujetarán al
tratamiento tributario previsto en el artículo 135 de la Ley 100 de 1993.

Así mismo, cuando haya lugar a ello, para efectos de la liquidación del impuesto
de registro de los actos que se realicen en desarrollo del presente decreto, se aplicará
lo dispuesto por el artículo 7° del Decreto 650 de 1996 y cuando sea procedente, lo
previsto por el literal h) del artículo 6° del mismo decreto.

Los patrimonios autónomos pensionales y los patrimonios autónomos de
garantía tienen el carácter de fondos para efectos del artículo 135 de la Ley 100 de
1993.

Para efectos de las deducciones tributarias por concepto de provisión para el
pago de futuras pensiones, el valor de la amortización del cálculo actuarial que
hubiese sido deducido en vigencias fiscales anteriores, no podrá ser objeto de nueva
deducción en razón de la constitución del patrimonio autónomo. Los recursos que
se transfieran al patrimonio autónomo en exceso del monto amortizado en vigencias
anteriores, se continuarán deduciendo en la forma prevista en los artículos 112 y 113
del Estatuto Tributario.

Artículo 18. Conservación del destino de los recursos de patrimonios autóno-
mos. Los recursos que se entreguen a los patrimonios autónomos de que trata el
presente decreto, así como los rendimientos financieros que éstos produzcan, no
podrán cambiarse de destinación ni restituirse a la entidad empleadora mientras no
se hayan satisfecho en su totalidad todas las obligaciones pensionales a las que el
mismo se refiere.
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Artículo 19. Aplicación a otros patrimonios autónomos. Este decreto se aplicará
también a los patrimonios autónomos que deben constituirse para la garantía o pago
de pasivos pensionales a cargo de la Empresa Colombiana de Petróleos, Ecopetrol,
y las entidades territoriales y sus descentralizadas, en aquellos aspectos no previstos
en las disposiciones especiales que los rigen. En todo caso, estas entidades podrán
optar por constituir patrimonios autónomos pensionales o patrimonios autónomos
de garantía, o adaptar los patrimonios que hubiesen constituido previamente a los
mecanismos de normalización pensional previstos en el presente decreto.

Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a otras personas
en relación con tales acreencias, de  conformidad con lo previsto en el inciso
anterior.

Artículo 20. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de su
publicación y mantendrá su vigencia mientras rija la Ley 550 de 1999. No obstante,
los mecanismos de normalización de los pasivos pensionales adoptados de confor-
midad con el presente decreto continuarán vigentes para el cumplimiento los fines
aquí previstos, en los términos de los contratos celebrados al amparo del mismo.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 10 de mayo de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos.

El Ministro de Desarrollo Económico,
Eduardo Pizano de Narváez.

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social,
Angelino Garzón.

DECRETO NUMERO  942 DE 2002

(mayo 10)
por el cual se designa el revisor fiscal del  Instituto de Fomento Industrial, IFI.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades
constitucionales y legales, en especial las que le confiere el numeral segundo del
artículo 79 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el artículo 20 de la Ley
45 de 1990 y en armonía con lo dispuesto en el Decreto 2207 de 1993,

DECRETA:
Artículo 1°. Designar a la firma K.P.M.G. Peat Marwick Ltda., como la firma

que ejercerá la revisoría fiscal del Instituto de Fomento Industrial, IFI, por el término
de un (1) año.

Artículo 2°. El presente decreto rige desde la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 10 de mayo de 2002.

ANDRES PASTRANA ARANGO
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Juan Manuel Santos.

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

DECRETOS

DECRETO NUMERO  958 DE 2002

(mayo 10)
por el cual se establece la estructura del  Club Militar y se determinan

 las funciones de sus dependencias.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades que le
confiere el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política y en sujeción a
los principios y reglas del  artículo 54 de la Ley 489 de 1998,

DECRETA:
CAPITULO I
Estructura

Artículo 1°. Estructura. La estructura del  Club Militar será la siguiente:
1. Consejo Directivo
2. Dirección General
2.1 Oficina de Asesoría Jurídica
2.2 Oficina Asesora de Planeación
2.3  Oficina de Control Interno
3. Subdirección General
3.1 División Administrativa
3.2 División Financiera

3.3 División Actividades Sociales y Mercadeo
3.4 División Centro Vacacional “Las Mercedes”
3.5 División Centro Vacacional “Sochagota”
4. Organos de Asesoría y Coordinación
4.1 Comisión de Personal
4.2 Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno

CAPITULO II
De las funciones

Artículo 2°. El Consejo Directivo y la Dirección General. Cumplirán las
funciones señaladas en la ley, en los Estatutos de la entidad y en las demás
disposiciones legales vigentes.

Oficina de Asesoría Jurídica
Artículo 3°. Son funciones de la Oficina de Asesoría Jurídica, las siguientes:
a) Asesorar a la Dirección General y a las demás dependencias del Club en la

interpretación de las normas constitucionales y legales y en los demás asuntos
jurídicos de la entidad;

b) Representar jurídicamente al Club en los procesos que se instauren en su
contra o que ésta deba promover, mediante poder que le otorgue el Director General
del  Club y mantenerlo informado sobre el desarrollo de los mismos;

c) Elaborar, estudiar y conceptuar sobre los proyectos de acuerdos, resoluciones,
contratos, convenios y demás actos administrativos que deba expedir o proponer al
Club, en desarrollo de su misión institucional y que sean sometidos a su considera-
ción;

d) Resolver las consultas formuladas por los organismos públicos y privados, así
como por los usuarios y particulares, de conformidad con las normas que rigen los
servicios y funciones del  Club;

e) Asesorar a las demás dependencias sobre la elaboración de conceptos con el
objeto de mantener uniformidad de criterios;

f) Elaborar los términos de referencia y pliegos de condiciones de la contrata-
ción;

g) Iniciar el trámite contractual a partir de la elaboración del  contrato,
perfeccionamiento, aprobación de garantías, revisión jurídica para la firma del
Director General, así mismo ejecutar los contratos por incumplimiento y hacer
efectivas las cláusulas atinentes a multas y las de naturaleza penal;

h) Llevar el archivo de los contratos con formalidades plenas celebrados por el
Club;

i) Recomendar lo pertinente a los recursos que el Director General del Club deba
resolver por la vía gubernativa y preparar las respectivas respuestas previa solicitud
de aquél;

j) Compilar y concordar las normas legales relacionadas con los asuntos de los
que debe conocer el Club, manteniendo actualizado el archivo de los mismos y
prestando los apoyos de consulta que requieran en el campo jurídico los funciona-
rios de la entidad;

k) Desarrollar los métodos, procedimientos y gestión de la información jurí-
dica, en coordinación con la dependencia competente en materia de sistemas e
informática;

1) Notificar y comunicar los actos administrativos que en sentido particular
expida el Director General del Club;

m) Atender y vigilar las tutelas, acciones de cumplimiento, conciliaciones y
cumplimiento de sentencias en coordinación con las dependencias comprometidas
para su adecuada resolución y por las que deba responder o sea parte el Club, sin
perjuicio del  ejercicio de estas funciones por los responsables o competentes;

n) Coordinar los procesos de cobro que deba adelantar el Club;
o) Rendir los informes periódicos establecidos por los organismos gubernamen-

tales y los demás que le soliciten al Club Militar;
p) Las demás funciones que le sean asignadas y que correspondan a la naturaleza

de la dependencia.
Oficina Asesora de Planeación
Artículo 4°. Son funciones de la Oficina Asesora de Planeación las siguientes:
a) Asesorar al Director General y a las demás dependencias del  Club en el diseño

y formulación de las políticas, planes, programas y proyectos que debe desarrollar
la entidad en cumplimiento de su misión a corto, mediano y largo plazo;

b) Asesorar y realizar estudios y proyectos sobre actividades de interés para el
desarrollo de las funciones y objetivos del Club;

c) Diseñar y proponer metodologías para elaborar en coordinación con las demás
dependencias, el proyecto de Plan de Desarrollo, Plan de Acción Anual, programas,
proyectos y acciones del Club y una vez aprobado, coordinar y evaluar su ejecución
y proponer los ajustes necesarios;

d) Preparar con base en los estudios económicos y financieros, el anteproyecto
de presupuesto anual de funcionamiento e inversión del Club en coordinación con
las demás dependencias y programar las actividades para la debida ejecución de la
misión;
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